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 MAYO – OCTUBRE DE 2005

El Observatorio de políticas habitacionales y de vivienda  se ha conformado como un espacio para el intercambio, seguimiento y reflexión crítica sobre la política habitacional y urbana en Chile. En él han participado actores de distintos ámbitos: centros de estudios, ongs, estudiantes, profesionales independientes, de organismos de Estado y privados, en conjunto y colaboración con líderes sociales y organizaciones de pobladores.

Desde mayo de este año hemos realizado varias reuniones y talleres en los que se abordaron temas como: el marco económico de las políticas habitacionales, revisión histórica y del papel del Estado; inequidades urbanas y plusvalías; desarrollo humano y producción social del hábitat; organización, movimiento social e incidencia de la ciudadanía en las políticas públicas, entre otros.

Esta instancia se ha convertido en un espacio de aprendizaje y capacitación para los participantes, que estimula al mismo tiempo la capacidad de diálogo, colaboración y confianza entre actores diversos. También, se proyecta como un lugar para impulsar acciones y propuestas en ámbitos como: capacitación, incidencia de la sociedad civil en políticas públicas, y diálogo con propuestas técnicas y políticas.

En esta dirección, se ha querido sistematizar algunas orientaciones y propuestas surgidas de estos encuentros, que a nuestro juicio sirven para alimentar una reflexión sobre la política habitacional chilena, la incidencia de la ciudadanía en el campo de la vivienda y desarrollo urbano, y también para proyectar el trabajo a futuro del Observatorio.

1. Diagnóstico general

En el contexto actual de las políticas sociales en Chile hay evidencias de la necesidad de un replanteamiento más de fondo de la política habitacional. Esto en el marco de un fuerte debate generado en el último tiempo en torno a los problemas de los deudores habitacionales y de calidad de las viviendas sociales. También, de una serie de diagnósticos respecto de los problemas sociales de los “con techo”, la segregación y desigualdad en la ciudad,  y la pobreza de los territorios formados por viviendas sociales.

En el contexto de un país que se ofrece como modelo de desarrollo en el continente, nos encontramos con un crecimiento que tiende a acentuar las desigualdades y que éstas se expresan en las ciudades como inequidades urbanas. La polarización de la estructura socioeconómica se refleja en la estructura de la ciudad, diferenciándose territorios pobres de ricos, con marcadas diferencias de calidad de vida urbana, acceso a bienes y servicios como salud, educación, empleo, transporte y seguridad.

El crecimiento de la ciudad ha acentuado la desigualdad en condiciones de vida y limitado las oportunidades de mucha gente de mejorar su situación y generar procesos de movilidad social. Efectivamente, los territorios pobres, muchos de ellos formados por viviendas sociales, aparecen como espacios de exclusión, degradación de la vida urbana y agudización de fronteras y tensiones sociales.

Así, el diagnóstico coincide en la necesidad de mirar críticamente el desarrollo de nuestras ciudades, y los efectos de las políticas de vivienda en su conformación y calidad de vida de sus habitantes. Lo que exige una evaluación de fondo de los impactos de las políticas de vivienda aplicadas en distintos períodos y en particular la de los últimos años, como también del papel que han jugado en esa construcción, además del Estado, el sector privado, organizaciones de pobladores, sociedad civil, universidades, ongs.

Sabemos que la política habitacional vigente se inserta en el marco de un modelo de desarrollo que define los criterios y prioridades de la política económica como de la política social. Adoptado desde el régimen militar, este modelo ha implicado la primacía de los criterios de mercado por sobre el interés social de la política. El Estado no se responsabiliza directamente por la integración social, sino que adopta un rol de facilitador  de la operación del mercado, bajo el supuesto de éste como el mejor mecanismo de asignación de recursos. 

Los criterios de la política social se subordinan a los de la política económica, de manera que el Estado opera de facilitador del funcionamiento del mercado y elaborando programas focalizados en pobreza, para cumplir con las garantías de gobernabilidad urbana, requisito de competitividad en el mercado internacional. La definición y solución del problema de la vivienda aparece de algún modo instruido por las recomendaciones del Banco Mundial, y como resultado, el mercado de la vivienda  amparado, controlado y hasta construido directa e indirectamente por el Estado.

Es así como hemos asistido a la privatización de la provisión, financiamiento y producción de diversos servicios sociales, tal como ha ocurrido con el sector vivienda, donde el Estado ha reducido su actuación significativamente, dejando prácticamente todo en manos del sector privado:  no aporta terrenos, no construye y no entrega créditos.  La política de vivienda opera más bien como política de financiamiento a través de la entrega subsidios y facilitando la acción del sector inmobiliario y bancario. 

En esta concepción, la vivienda es una mercancía que, como tal, genera utilidades para quien la produce y comercializa. Como contraparte, tenemos pobladores en franca desventaja, desorganizados, desinformados y sin apoyo técnico adecuado. En especial en los programas focalizados hacia los más pobres hay evidencias de la desventaja de los pobladores para obtener una solución justa y adecuada a sus necesidades.

Así, los diversos estudios y la propia experiencia de los pobladores nos muestran la necesidad de reenfocar el problema de la vivienda y la búsqueda de soluciones, en especial en el caso de las políticas dirigidas hacia los más pobres. 

Se trata de repensar las políticas habitacionales y urbanas vigentes en la actualidad, considerando a los distintos actores como corresponsables de la construcción y desarrollo de la ciudad, con miradas más integrales que pongan en relación la vivienda con la ciudad, y la pobreza con la desigualdad. De buscar alternativas y ampliar los límites que sean necesarios para lograr ciudades más integradas, y barrios y viviendas que mejoren la calidad de vida y oportunidades de desarrollo de las personas. 

En esta dirección presentamos a continuación una síntesis de algunos de los principales aspectos tratados en las conversaciones del Observatorio.

2. Las perspectivas políticas

A partir del diagnóstico general, una de las preocupaciones que surge es la ausencia de perspectivas políticas sobre el tema de la ciudad y la vivienda social, y la necesidad de situar el tema de lo habitacional desde una concepción más integral, en un marco de política social y de un proyecto político.

Ante la primacía de una mirada que subordina lo social a los criterios económicos, la política se ha reducido a un sistema de financiamiento, a unidades producidas, a soluciones entregadas, a déficit cubierto, a metros cuadrados construidos. 

El problema de la vivienda y el desarrollo urbano, sin embargo, no son conflictos meramente técnicos, ingenieriles o de resoluciones entre particulares. En cambio implican decisiones políticas, que son resultado de relaciones de poder y conflicto entre distintos actores e intereses. 

En este sentido, el análisis requiere explicitar las voluntades y los principios orientadores de la política vigente, tanto para evaluar su desarrollo y resultados, como para la generación de nuevas propuestas. Así, se hace fundamental observar: quiénes son los actores de la producción de vivienda y ciudad, sus intereses, vínculos, cómo se distribuyen las ventajas y desventajas del crecimiento. 

A partir de este análisis se trata de avanzar en una perspectiva que reintegre el interés social de la construcción de hábitat, ciudad y viviendas.

Centrales para la construcción de una perspectiva, consideramos:

· Que incorpore como principios: integración y equidad social, democracia y participación 

· Que sea resultado de la participación real y efectiva de diversos actores de la sociedad civil

· Que relacione vivienda y ciudad, vinculando lo habitacional con conceptos y herramientas de ordenamiento territorial y desarrollo urbano.

· Que relacione pobreza y desigualdad, promoviendo asentamientos integrados desde el punto de vista socioeconómico y urbano con relación al acceso a servicios de educación, salud, etc., que contribuyan a disminuir la segregación y desigualdad.

· Que integre lo habitacional a la política social, no como una política sectorial sino en relación con los temas de salud, educación, trabajo, medioambiente, democracia, información, seguridad, etcétera.

· Que considere diversificar y multiplicar las alternativas de producción de viviendas, incorporando innovación, oportunidades para las PYMES y las capacidades productivas de los propios pobladores a través, por ejemplo, de la autoconstrucción y formas de producción cooperativos. 

· Que reconozca la historia e identidad de las poblaciones, y explore en alternativas de producción social de viviendas y de ciudad.

3. Promover integración y equidad social

Otra de las inquietudes centrales tiene que ver con las dinámicas de desigualdad y exclusión que se desarrollan en Santiago y otras ciudades del país, y su vínculo con las políticas de vivienda vigentes.

Mientras se discute cómo la localización en la ciudad es fundamental en definir la calidad de vida y oportunidades de las personas, se constata que en lo que se ha estado haciendo para los pobres la localización no ha estado presente como preocupación. Tampoco se ha compensado con acciones sustantivas para orientar un desarrollo más equitativo que considere las variables de integración, de favorecer igualdad y un desarrollo más armónico de la ciudad.

Las tendencias de localización de los conjuntos de vivienda social producen más bien exclusión y segregación. Del mismo modo, las tendencias del mercado del suelo favorecen la expulsión de los más pobres de los centros urbanos y de las mejores localizaciones, acentuando las diferencias en la calidad de vida y en el acceso a empleo, educación y salud de calidad, seguridad, etc.

Así, el modelo vigente ha mostrado ser ineficiente en garantizar un desarrollo equitativo e integrador de la ciudad. 

Se requiere en cambio de una perspectiva y de voluntad políticas para construir una ciudad realmente integrada. En esta dirección, creemos que el Estado, como también la sociedad civil, sus organizaciones y la ciudadanía, debieran tomar un papel más activo en los temas de vivienda y desarrollo urbano. 

Particularmente, se requiere atender al enfoque con que se debiera promover la integración de la población más pobre, que considere:

· Políticas habitacionales y urbanas insertas en una mirada de conjunto de la ciudad, para salir de un enfoque centrado en “bolsones de pobreza” que refuerza el estereotipo, ignorando las causas que generan o refuerzan la segregación.  

· Una política social que integre el tema de lo habitacional con los de salud, educación, trabajo, etcétera.

· La importancia del lugar, que tiene consecuencias en la calidad de vida y en las alternativas de movilidad social.  

En consecuencia, una política urbana que promueva equidad e integración es fuertemente dependiente de una política de Estado que considere la calidad actual de las localizaciones de la población y sea capaz de actuar sobre la localización de futuras soluciones y sobre el mercado de la tierra.

4. Democracia y participación 

En la producción y desarrollo de ciudad y viviendas, como en otros ámbitos de la vida social, también se expresa la falta de democracia y de posibilidades de incidencia real de la gente y la ciudadanía.

Por un lado, la ciudadanía tiene pocas posibilidades de influir en el desarrollo de la ciudad y la calidad de vida urbana, ya que los mecanismos de participación y control en ese ámbito son prácticamente inexistentes. En particular los más pobres, tienen aun menos posibilidades de decidir dónde y cómo quieren vivir.

De acuerdo a la experiencia de los dirigentes, existen importantes dificultades por parte del Estado de resolver los temas con la gente y dar las soluciones más adecuadas y con participación real, más allá de la voluntad de algunas personas y autoridades. 

Las experiencias de los pobladores y sus organizaciones señalan que en los últimos años se han abierto instancias donde ellos tendrían oportunidad de incidir (mesas de negociación, comités de vivienda para fondos concursables y otras). Sin embargo, las decisiones en la práctica se toman entre los poderes técnicos burocráticos, políticos y privados (espacios de ejercicio de poder), sin tener en cuenta las demandas y propuestas de la gente.

No hay participación en el diseño ni evaluación de las políticas; los márgenes de acción de la población son mínimos, en el marco de programas y proyectos diseñados y sancionados. Claramente en el caso de la vivienda, se ha tendido a una participación instrumental, fundamentada a partir de criterios eminentemente técnicos y funcionales, sin una consideración respecto de la construcción de ciudadanía activa y la profundización de procesos democráticos.
A ello se suma debilidad por parte de las organizaciones y dirigentes: desinformación, cooptación, prácticas clientelares, entre otras. El nivel de asociatividad en torno a los temas urbanos y de vivienda  es bajo, así como el interés por movilizarse o participar en este ámbito. Sin embargo, impacta fuertemente en la vida de las personas y en las dinámicas sociales en términos de la desigualdad, distribución de beneficios del desarrollo, exclusión y democracia real.

Se hace entonces necesario, además de estimular la participación y capacitación de dirigentes y organizaciones, crear mecanismos formales que aseguren resultados reales de democracia. Se trata de incorporar la participación de la ciudadanía y de los involucrados, sobre todo de los sectores a quienes van dirigidas las políticas de vivienda, desde el diseño mismo de las políticas, programas y proyectos, tanto como en su control y evaluación.

5. Capacidad, propuestas y acciones desde el mundo social

Desde las primeras reuniones del Observatorio se coincide en la urgente necesidad de avanzar en el desarrollo de una Sociedad Civil más activa, fortaleciendo sus organizaciones y capacidad de acción, para una incidencia real en las políticas de vivienda y urbanas. 

Entre las organizaciones el debate y reflexión sobre políticas habitacionales y urbanas ha estado prácticamente ausente, o se ha abordado con poca proyección y profundidad. Esto favorece que las decisiones sobre el desarrollo de la ciudad, las viviendas y el hábitat popular, se tomen sin considerar las demandas, proyectos u opciones de las personas. Sobre todo para los sectores más débiles, excluidos y desinformados. 

Se reconocen distintos niveles donde las organizaciones pueden actuar, cada uno de los cuales requiere de estrategias y capacidades particulares. En un primer nivel se identifican los conflictos particulares de un territorio o de un grupo social: intervenciones urbanas que afectan a los pobladores, definición de los planes reguladores, organizaciones de nivel local y territorial, agrupación de deudores, problemas de infraestructura, entre otros.

Un segundo nivel, tiene que ver con una mirada más global, donde es fundamental la interacción y cohesión de distintas organizaciones para aunar fuerzas, promover los intereses de la sociedad y proteger a los sectores en mayor desventaja. Se trata de atender a temas como el actual modelo de desarrollo urbano, las políticas habitacionales, legislación, mercado de suelo, mega proyectos urbanos, involucrando temas como la participación, democracia, integración y equidad social.

Luego, uno de los grandes desafíos es lograr cohesión y  superar la atomización que describe la situación actual del mundo social, ampliando los niveles de participación. Esto, asumiendo la diversidad, incluyendo nuevas alternativas, experiencias, organizaciones y mecanismos de acción y de expresión. 

A partir de allí, se requiere el desarrollo de adecuadas estrategias que tengan como eje redes y alianzas (Ej.  mundo social, ONG, Universidades, etc.), para la generación de propuestas que integren los temas que interesan a la sociedad civil.

El camino para construir esta propuesta y generar movimiento pasa por poder instalar estos temas como prioridad pública y política. Se trata de motivar y articular una demanda desde la sociedad civil, organizaciones de base y sus alianzas, que considere los temas urbanos y de vivienda, comprendiendo su vínculo con asuntos como la calidad de vida y los grandes temas sociales: distribución del ingreso, empleo, salud, educación, seguridad, etcétera.

Como parte de las estrategias y desafíos, se requiere generar capacidad en las organizaciones y el mundo social en aspectos como:

· Fortalecer especialmente a los segmentos más débiles. En ese objetivo debería estar enmarcado el aporte de las ong´s y otras entidades.

· Promoción de liderazgos democráticos, organizaciones eficientes, con capacidad de convocatoria, dinámicas, con capacidad de generar acciones y movimiento.

· Búsqueda de instrumentos, recursos, conceptos, información, adecuados para sostener un discurso y articular una propuesta. Por ejemplo, integrando y profundizando en temas como: derechos humanos, derecho a la ciudad, calidad de vida, hábitat, producción y gestión social, etcétera.

· Generar y promover iniciativas de educación popular, social y ciudadana que incorporen también capacitación de organizaciones en políticas urbanas y habitacionales.

· Producir encuentros y alianzas entre organizaciones sociales y actores sociales, espacios de intercambio y debates, donde puedan dialogar visiones diferentes pero con intereses comunes para ir reforzando relaciones horizontales y  potenciando los distintos recursos existentes en el mundo social.

· A partir de ahí, se discute la convocatoria a espacios institucionales y partidos políticos, y cómo establecer comunicación y relación entre el mundo social y el político institucional.

· Apoyar la creación y fortalecimiento de organizaciones de bases capaces de participar en el diseño de políticas, gestionar, ejecutar y/o controlar proyectos

5. Conclusión

Promover la construcción de una ciudad y viviendas con criterios de mayor equidad, integración y participación social, es de responsabilidad pública e involucra no sólo al Estado y sus políticas, sino también a la sociedad civil, a sus actores y organizaciones que, desde distintos ámbitos, pueden ejercer sus influencias a través de acciones que permitan una mayor incidencia en las decisiones de interés común. 

Las ciudades en la actualidad, sus viviendas y la calidad de vida de sus habitantes son resultados de acciones privadas y públicas, y de lo que ha hecho o dejado de hacer el Estado en distintos períodos históricos. 

La realidad actual de la ciudad es producto de esos procesos, y nos presenta muchos desafíos, que sin embargo no son imposibles de perseguir. 

Los problemas de la política a futuro tienen que ver por un lado sobre el cómo se va a construir para los allegados y sin casa, mejorando los estándares sobre todo pensando en la localización y en la perspectiva de barrio. Pero un tema urgente también es el de la necesidad de diseñar y realizar intervenciones integrales en lo existente. 

Se hace notar también que habría un problema con la institucionalidad del sector en crisis, junto con la necesidad de atender a la legislación y formas de regulación urbana, lo que hace necesarios cambios en la institucionalidad y modelo de gestión de lo habitacional con mayor participación, responsabilidad del Estado y de la sociedad civil.

Se trata de avanzar en perspectivas de políticas habitacionales que:

· Sean resultado de la participación real y efectiva de diversos actores de la sociedad civil.

· Tengan una visión de conjunto de la ciudad, considerando la importancia de la localización en promover la equidad e integración, tomando el Estado un papel más activo en la definición de las localizaciones para las viviendas sociales.

· Que relacionen pobreza y desigualdad, integrando lo habitacional en el marco de políticas sociales

· Que consideren diversificar y multiplicar las alternativas de producción de hábitat, viviendas y ciudad.

Se añade también el desafío de realizar una lectura del problema de la vivienda y la ciudad en clave de derechos humanos y ciudadanía, y no sólo de pobreza o déficit cuantitativos, incorporando los Derechos Económicos, Sociales y Culturales como herramientas de un nuevo enfoque.

Y por último, desde la sociedad civil y sus organizaciones se destaca la urgente necesidad de generar capacidad de propuesta, acciones y alianzas en los temas de políticas urbanas y de vivienda, que puedan ser un contrapeso efectivo frente a los intereses y prioridades que hoy en día se imponen en las ciudades.
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